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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SECRETARÍA GENERAL
CIRCULAR Nº 1-2022

Asunto:	 Modificación de la circular N° 230-2015, 
denominada “Aplicación obligatoria “Red de 
Apoyo Interinstitucional para la aplicación de las 
salidas alternativas en el sistema penal juvenil”.

A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS,
SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 
número 103-2021 celebrada el 01 de diciembre de 2021, 
artículo LIV, a solicitud del máster Gerardo Rubén Alfaro 
Vargas, Magistrado de la Sala Tercera, se modifica de la 
circular Nº 230-2015, cuyo asunto se refiere a la aplicación 
obligatoria de la “Red de Apoyo Interinstitucional para la 
aplicación de las salidas alternativas en el sistema penal 
juvenil”, propiamente, su Anexo II, denominado: Boleta de 
Referencia de la persona menor ofensora a la institución, 
para los casos que han sido tramitados por Justicia Juvenil 
Restaurativa y que cuentan con la aprobación del Juzgado 
Penal Juvenil correspondiente, la cual literalmente dice:

“El Consejo Superior del Poder Judicial, en 
sesión Nº 7-13, celebrada el 29 de enero del 2013, 
artículo LXXI, declaró de interés institucional y de 
aplicación obligatoria el uso de la buena práctica 
denominada “Red de Apoyo Interinstitucional en el 
Servicio a favor de la Comunidad”, en materia Penal 
Juvenil que literalmente dice:

“El Poder Judicial de Costa Rica en cumplimiento 
de los compromisos internacionales de Derechos 
Humanos a favor de la niñez y adolescencia, así como 
de la Constitución Política y la legislación derivada, 
impulsa el Acceso a la Justicia de las personas en 
condición de vulnerabilidad. La Corte Plena en sesión 
número 0411, de las 13:30 horas, del 14 de febrero 
del 2011 aprobó la Política Institucional: “Derecho 
al Acceso a la Justicia para Personas Menores de 
Edad en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos 
al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, la que 
comprende en sus planes de acción: garantizar el 
acceso a la justicia, estimulando un mayor uso de 
medios alternativos de resolución de conflictos, 
soluciones alternativas y de sanciones alternativas 
distintas a la sanción privativa de libertad.

A lo anterior se suma que la “Política Judicial 
dirigida al Mejoramiento del Acceso a la Justicia de las 
Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica” establece 
la necesidad de incorporar la Justicia Restaurativa como 
una forma alternativa de resolver los conflictos dentro 
del Proceso Penal que fue aprobada en noviembre 
de 2010, que en lo conducente refiere lo siguiente: “f. 
JUSTICIA RESTAURATIVA Y RESOLUCIÓN ALTERNA 
DE CONFLICTOS. Propiciar e incluir en las iniciativas 
y programas de resolución alterna de conflictos y de 
justicia restaurativa la perspectiva de derechos de la 
niñez y adolescencia, de forma tal que la prestación de 
estos servicios tenga como eje el enfoque de derechos 

y atención amigable y sensible a los intereses de los 
niños, niñas y adolescentes. Desarrollar e implementar 
en aquellos procesos en que participen personas 
menores de edad y que las disposiciones legales así lo 
permitan, mecanismos o procedimientos de resolución 
alterna de conflictos, círculos de paz y reuniones 
restaurativas, entre las principales, partiendo de que 
estos mecanismos favorecen resoluciones donde se da 
participación directa de las personas menores de edad 
en condiciones más democráticas, equitativas y acorde 
a sus intereses. Estos mecanismos deben buscar 
soluciones integrales a los conflictos que aquejan a 
estas personas.”1 

A través de la Red de Apoyo Interinstitucional 
en Penal Juvenil se pretende que la persona menor 
de edad en conflicto con la Ley resuelva el proceso 
penal juvenil, mediante la aplicación de una Medida 
Alterna que sea legalmente procedente y que 
atienda los factores protectores y de riesgo de la 
persona joven, sea a satisfacción de la víctima y con 
resarcimiento del daño causado a la sociedad.

Parte fundamental  del éxito en la conformación 
e implementación de la Red de Apoyo Interinstitucional 
para la aplicación de las salidas alternativas en el 
sistema penal juvenil, radica en que los componentes 
institucionales (Judicatura, Ministerio Público, Defensa 
Pública y el Departamento de Trabajo Social y 
Psicología) deben constituirse en un equipo de trabajo 
interdisciplinario, donde cada uno de ellos cumple un 
rol específico dentro del proceso penal juvenil, pero el 
abordaje e intervención de la problemática es analizada 
en conjunto y la solución brindada es integral: en 
primer lugar, debe responder a los requerimientos de 
admisibilidad legal, superado este análisis, responder 
a las necesidades de la persona menor de edad en 
conflicto con la ley, según los factores protectores y de 
riesgo que presenta, a satisfacción de la víctima y el 
resarcimiento del daño causado a la sociedad.

Existen una serie de instrumentos que se van 
a detallar que deben conocer las instituciones y su 
organización, para tener acceso ágil y oportuno a 
ellas, con la finalidad de poder verificar el cumplimiento 
de las condiciones pactadas en la medida alterna y 
brindarle a la persona menor de edad en conflicto 
con la ley, el apoyo y control que requiere. Asimismo, 
se tienen instrumentos de evaluación del trabajo 
realizado con las instituciones que conforman la Red 
de Apoyo, de tal manera que se genere la articulación 
de la red de manera efectiva.

Instrumentos que se deben utilizar:
*	Acuerdo de Cooperación Intersectorial: 

en el las Instituciones u Organizaciones públicas, 
con fines sociales, privadas sin fines de lucro, de 
interés público o que brindan un servicio de utilidad a 
la comunidad, manifiestan la anuencia a formar parte 
de la Red de Apoyo. Anexo 1.

1	 Circular Nº 63-2011, Política Judicial dirigida al Mejoramiento del 
Acceso a la Justicia de las Niñas, Niños y Adolescentes en Costa 
Rica (Ver Anexo 1).
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diecinueve minutos del diecisiete de enero de dos mil 
veintidós. /Se da curso a la acción de inconstitucionalidad 
interpuesta por Andrea Centeno Rodríguez, cédula número 
701370208, casada, Máster en Comunicación y Mercadeo, 
vecina de Santo Domingo de Heredia, para que se declare 
inconstitucional el párrafo 6° del artículo 125 de la Convención 
Colectiva de JAPDEVA, suscrita el siete de agosto de 2002, 
por infracción a los principios de razonabilidad y proporcionalidad 
constitucionales, así como legalidad presupuestaria. La norma 
dispone:  “Artículo 125: (….) JAPDEVA se compromete a 
aportar mensualmente a dicho Fondo de capital, a partir del 
19 de junio del 2002, en lugar de un cinco por ciento (5%) que 
aporta actualmente, un ocho por ciento (8%) del total de la 
planilla de los trabajadores protegidos por esta Convención. 
El tres por ciento (3%) adicional no irá a las cuentas 
individuales de los trabajadores sino a un fondo colectivo”. Se 
confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General 
de la República, a la Presidenta Ejecutiva de la Junta de 
Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la 
Vertiente Atlántica (JAPDEVA) y al Secretario General del 
Sindicato de Trabajadores de JAPDEVA (SINTRAJAP). 
Manifiesta que, si bien la norma ya no está vigente en esa 
versión, surtió efectos durante un amplio período y los sigue 
surtiendo. La Sala Constitucional ha señalado que las 
Convenciones Colectivas puede someterse al control de 
constitucionalidad y, por tanto, las obligaciones ahí contraídas 
pueden ser objeto de un análisis de razonabilidad, economía 
y eficiencia, con el objeto de evitar el uso abusivo de los 
fondos públicos. El Fondo de Ahorro y Préstamo de los 
Trabajadores (Fondo) de JAPDEVA, se constituyó en 1982. 
Históricamente ese fondo recibía un aporte del 5% del total 
de la planilla de los trabajadores. Posteriormente, ese 5% se 
elevó a un 8%, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
125 de la Convención Colectiva de 2002, vigente hasta el 
2016. Sin embargo, JAPDEVA no logró cubrir el 3% adicional, 
pues no contaba con fondos para ello. Posteriormente, el 
artículo 135 de la Convención Colectiva del año 2016, 
estableció una contribución del 6%. Ese 1% adicional quedó 
supeditado a revisión tarifaria por parte de la ARESEP, que 
nuevamente rechazó incluirlo en las tarifas que cobraba la 
institución. Al elevar el aporte de JAPDEVA en un 3% 
adicional, casi se triplicó el aporte patronal, frente al de los 
trabajadores. Se dejó de lado el principio de solidaridad según 
el cual, ambas partes deben contribuir al Fondo de manera 
proporcional. Por otra parte, nunca existieron motivos que 
justificaran ese aumento. Ese porcentaje del 3% se mantuvo 
durante la vigencia de la Convención Colectiva firmada en el 
2002, como una obligación pendiente que pone en grave 
riesgo la estabilidad financiera de la institución y su propia 
operación. El aumento del aporte patronal dispuesto en el 
artículo 125 representa una erogación desproporcionada en 
relación con la situación económica de la institución; también 
resulta desproporcionado en comparación con fondos 
existentes en otras instituciones públicas. Esta acción se 
admite por reunir los requisitos a que se refiere la Ley de la 
Jurisdicción Constitucional en sus artículos 73 a 79. La 
legitimación de la accionante proviene del proviene del 
artículo 75, párrafo 2° de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional, en tanto acciona en defensa de los intereses 
difusos, como es el uso correcto y razonable de los fondos 
públicos. Publíquese por tres veces consecutivas un aviso en 
el Boletín Judicial sobre la interposición de la acción. Efectos 
jurídicos de la interposición de la acción: La publicación 
prevista en el numeral 81 de la Ley de la Jurisdicción 
Constitucional tiene por objeto poner en conocimiento de los 
tribunales y los órganos que agotan la vía administrativa, que 
la demanda de inconstitucionalidad ha sido establecida, a 
efecto de que en los procesos o procedimientos en que se 
discuta la aplicación de la ley, decreto, disposición, acuerdo o 
resolución, tampoco se dicte resolución final mientras la Sala 
no haya hecho pronunciamiento del caso. De este precepto 
legal se extraen varias reglas. La primera, y quizás la más 
importante, es que la interposición de una acción de 
inconstitucionalidad no suspende la eficacia y aplicabilidad 

Este seguimiento se deberá realizar a lo largo del 
año respectivo, siendo lo ideal que se finalice a más tardar 
el último día hábil de octubre (previo al inicio del proceso 
formulación del nuevo SEVRI); registrando los avances dentro 
de la misma herramienta automatizada; la cual dispone de los 
módulos u opciones para realizarlo. Es imprescindible, como 
parte del seguimiento, registrar las minutas de las reuniones 
que se realicen, los cambios ocurridos en la información de 
los riesgos y, por supuesto, los avances en el cumplimiento de 
las tareas definidas en la matriz de roles y responsabilidades. 

Es importante mencionar que las acciones o medidas 
de administración de riesgos pueden ser utilizadas como 
insumo para la elaboración del Plan Anual Operativo (PAO) 
de la oficina y, además, la información generada en todo 
el Proceso del SEVRI puede servir como base para una 
adecuada rendición de cuentas de las labores realizadas. 

Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial.
San José, 18 de enero de 2022

 	 Msc. Irving Vargas Rodríguez
 	 Subsecretario General interino

1 vez.—O.C. N° 364-12-2021B.—Solicitud N° 68-2017-JA.— 
( IN2022618906 ).

(SE REPRODUCE POR ERROR EN EL ORIGINAL)

CIRCULAR No. 266-2021
ASUNTO:	 Deber de notificar personalmente el auto que 

otorga medidas de protección por Violencia 
Doméstica a la persona prevenida y dejar sin 
efecto, sobre este particular, la Circular No. 50-
2021 específicamente en el punto 1.3.-

A TODO EL PERSONAS DE LAS OFICINAS 
CENTRALIZADAS DE NOTIFICACIONES

DEL PODER JUDCIAL
SE LES HACE SABER QUE:

El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 101-
2021 celebrada el 25 de noviembre de 2021, artículo XXXV, como 
recomendación de la Comisión Permanente para el Seguimiento 
de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar del 
Poder Judicial, dispuso comunicar que en materia de violencia 
doméstica, la notificación del auto inicial que otorga medidas de 
protección debe ser realizada, exclusivamente, de forma personal, 
con el fin de proteger la vida y la integridad física y emocional 
de la víctima, y poder evitar la impunidad penal de la persona 
agresora que debe conocer el alcance y las consecuencias del 
incumplimiento de las medidas de protección ordenadas en 
su contra o la configuración del delito de desobediencia a la 
autoridad o bien del delito del incumplimiento de una medida de 
protección. Por ende, se deja sin efecto, exclusivamente para la 
materia de violencia doméstica, lo contemplado en el punto 1.3 
de la circular N°50-2021, que dice que puede ser notificado en 
su casa de habitación.

Publíquese por una única vez en el Boletín Judicial.
San José, 17 de enero de 2022

	 M. Sc. Irving Vargas Rodríguez
	 Subsecretario General interino

1 vez.—O.C. N° 364-12-2021B.—Solicitud N° 68-2017-JA.— 
( IN2022618909 ).

SALA CONSTITUCIONAL
ASUNTO:	 Acción de Inconstitucionalidad

A LOS TRIBUNALES Y AUTORIDADES DE LA REPÚBLICA
HACE SABER:

SEGUNDA PUBLICACIÓN
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley 

de la Jurisdicción Constitucional, dentro de la acción de 
inconstitucionalidad número 21-025553-0007-CO que 
promueve Andrea Centeno Rodríguez, se ha dictado la 
resolución que literalmente dice: «Sala Constitucional de la 
Corte Suprema de Justicia. San José, a las trece horas 


